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Resumen 

El trabajo de investigación titulado “Uso de la prisión preventiva durante la 

emergencia sanitaria en el Distrito Judicial de Lima Este (abril - setiembre 2020)”, 

cuyo objetivo principal fue: Determinar en qué medida la situación de emergencia 

sanitaria ha impactado en el uso de la prisión preventiva en el Distrito Judicial de 

Lima Este (abril – setiembre 2020), con el fin de conocer cuáles han sido los criterios 

valorados por los operadores judiciales al momento de determinar el internamiento 

de una persona investigada.  

La investigación tiene un enfoque cualitativo, cuyo escenario de estudio han 

sido los juzgados de emergencia penitenciaria del Distrito Judicial de Lima Este, se 

ha tenido como participantes a tres operadores judiciales (Juez, Fiscal y Abogada), 

y como conclusión se determinó que la emergencia sanitaria ha tenido un mínimo 

impacto en el uso de la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Este, lo 

cual ha conllevado a la vulneración del derecho a la salud de los investigados, y 

existe un grave riesgo de contagio del COVID-19 en los penales por el problema de 

hacinamiento que existe. 

Palabras clave: Prisión preventiva, emergencia sanitaria, COVID-19. 
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Abstract 

The research work entitled "Use of preventive detention during the health 

emergency in the Judicial District of Lima East (April - September 2020)", whose 

main objective was: To determine to what extent the health emergency situation 

has impacted on the use of preventive detention in the Judicial District of Lima 

East (April - September 2020), in order to know what the criteria have been 

assessed by judicial operators when determining the internment of an investigated 

person. 

The research has been of a basic type, with a qualitative approach, whose study 

scenario has been the prison emergency courts of the Judicial District of Lima East, 

and has had three judicial operators (Judge, Prosecutor and Lawyer) as 

participants, and as In conclusion, it was determined that the health emergency has 

had a minimal impact on the use of preventive detention in the Judicial District of 

Lima East, which has led to the violation of the right to health of those investigated, 

and there is a serious risk of contagion of COVID-19 in prisons due to the 

overcrowding that exists. 

Keywords: Preventive prison, health emergency, COVID-19. 
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I. Introducción

El hacinamiento en América Latina, demuestra la ineficiencia de las autoridades en 

la administración de los penales, existe un escaso sistema de reinserción social, 

los casos más extremos los tiene Haití, El Salvador, Guatemala, Bolivia y Perú, en 

donde los penales supera en 200% su capacidad de albergue. Teniendo presente 

esta situación el Banco Interamericano de Desarrollo en el 2019, dio a conocer las 

causas que generan la sobrepoblación carcelería. Cuando en el mes de febrero se 

dieran a conocer los primeros casos de COVID-19, la pandemia en menos de un 

mes se expandió por toda Latinoamérica  (Mateus, 2020) 

Para entender este problema es necesario conocer cuáles son los estándares 

mínimos que debe cumplir un centro penitenciario para albergar a los internos, y 

esto se puede apreciar en las conocidas “Reglas Nelson Mandela”, que se ha 

convertido en el instrumento internacional que busca la protección de aquellas 

personas privadas de su libertad, y el espacio mínimo para que debe tener un 

interno para que pueda desarrollarse normalmente, que una celda individual debe 

ser de 5.4 m2 y si hablamos de una celda colectiva debe ser de 3.4m2. Y la única 

manera para reducir esos espacios debe ser por una situación de emergencia 

(Ariza y Torres, 2019). 

El problema grave del hacinamiento penitenciario es una situación que afrontan 

los países del mundo; pero en América Latina y El Caribe, es donde se evidencia 

en mayor intensidad, lo cual conlleva a que exista evidentes violaciones a los 

derechos básicos de los internos y, es una situación que, con el transcurso de los 

años ha aumentado más, los penales de la región presentan grandes deficiencias, 

no tienen infraestructura; muchos penales no cumplen con las indicaciones 

internacionales, como brindar una buena alimentación, protección de la salud, 

seguridad y trabajo de los internos. Cuando existe un problema de sobrepoblación 

se descuida la protección de la salud de las personas, y esta una situación que las 

autoridades correspondientes no han sabido manejar correctamente (Carranza, 

2012)  

En el Perú, el problema de la sobrepoblación penitenciaria es grave, real y 

concreto; el Instituto Nacional Penitenciario – INPE, manifestó que en los meses de 

diciembre del 2018 a diciembre del 2019 los internos habían aumentado en 12%, 
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siendo que en el 2018 se tenía 112, 526 internos y para diciembre del 2019 aumentó 

a 126, 064, es decir aumentó a 13, 538 personas en el plazo de un año, y de 

continuar esta situación se necesita construir dos establecimientos penitenciarios 

por año. (Informe, 2019). 

Para tener una idea más clara del problema de hacinamiento en el Perú, se 

puede evidenciar en la siguiente imagen: 

FIGURA 1 

La sobrepoblación carcelaria 

Nota. La sobrepoblación carcelaria 

Fuente: (Romero, 2020) 

Conforme se puede apreciar en la imagen, en la cual se advierte a mas cuarenta 

(40) personas, quienes se encuentran conviviendo en un espacio no mayo de siete

metros; es evidencia que existen mínimas condiciones carcelarias, lo cual no les 

permite cumplir con las recomendaciones de la OMS, así como las brindadas por 

el Estado peruano, como son el aislamiento social y lavado constante de manos; 

esta situación pone en grave riesgo a los internos que están en constante peligro 

de contagiarse del COVID-19. 
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Respecto, a la población penitenciaria del Distrito Judicial de Lima Este, en 

donde se ubican los penales de Lurigancho y Castro Castro, que albergan a 3,204 

y 1, 142 personas respectivamente, y que para febrero del 2020 tenía una población 

de 9,893 y 5, 420 internos, es decir existía una sobrepoblación de 6,689 y 4, 278, 

que se traduce a un total de 209% y 375% de hacinamiento. (INPE, 2020). 

La problemática del hacinamiento penitenciario no es algo reciente sino que se 

viene dando desde años atrás, sin embargo, las autoridades no han sabido dar una 

solución práctica, eficiente y efectiva, lo cual se convertido en una situación grave 

por la pandemia debido al COVID-19, por las carencias que preexisten en el interior 

de los penales (falta de agua, condiciones de higiene, mínima atención médica, 

buena alimentación, etc.), situación que pone en riesgo inminente la salud de los 

presos, debido a que no pueden acatar el distanciamiento social, así como tampoco 

con el lavado de manos constante (Menendez, 2020). 

Con el fin de contrarrestar la situación de la pandemia, el ejecutivo emitió el 

Decreto Supremo N° 044-2020-PCM, a través del cual se establecía el “aislamiento 

social obligatorio” debido a la pandemia producida por el COVID-19; así como el 

Decreto de Urgencia Nª 008-2020-SA, a través del cual se decretó la emergencia 

sanitaria, con el fin de disminuir situaciones que pudieran exponer la salud y la vida 

de los peruanos. 

El Defensor del Pueblo, señaló que se debe tener en cuenta la situación tan 

delicada que afronta el sistema penitenciario, y son los jueces y fiscales los que 

deben aplicar la norma de una manera más estricta al momento de resolver sobre 

la situación de las personas que forman parte de una investigación penal, puesto 

que el grave problema del hacinamiento afecta los derechos a la salud, vida y 

dignidad de los presos preventivos (Gestion, 2020). Y para junio del 2020, se 

habían realizado 4,809 pruebas rápidas de los cuales 2,030 presos han dado 

positivo, y que se había aislado a 900 internos que presentaban síntomas del 

COVID-19, lo cual ha conllevado a la recuperación de mil y el fallecimiento de 221 

presos (Gestion , 2020).  

Asimismo, se busca dar a conocer cuál ha sido el papel que ha desempeñado 

la Corte Superior de Justicia de Lima Este, a través de los Órganos de Emergencia 

Penitenciaria, y ver qué criterios han valorado al momento de resolver, y si la 
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emergencia sanitaria ha incidido en las decisiones, finalmente, se busca conocer si 

se ha evaluado el aspecto médico de las personas investigadas antes de decretar 

su internamiento en un penal, teniendo en cuenta el problema real y concreto del 

hacinamiento, lo cual ha puesto en una situación de alerta el sistema penitenciario 

debido al peligro eminente que tiene los internos de contagiarse de COVID-19. 

Teniendo lo señalado en los párrafos precedentes, se tiene que el trabajo de 

investigación tiene como problema general, conocer ¿En qué medida la situación 

de emergencia sanitaria por el COVID 19 ha impactado en el uso de prisiones 

preventivas dictadas en el Distrito Judicial de Lima Este (abril – setiembre 2020)?; 

Teniendo como problema específico 1 ¿Qué factores materiales han incidido en 

el uso de prisiones preventivas en el Distrito Judicial de Lima Este (abril - setiembre 

2020) a pesar de la emergencia sanitaria por el COVID 19?, y como problema 

específico 2 ¿Qué factores normativos han incidido en el uso de prisiones 

preventivas en el Distrito Judicial de Lima Este (abril – setiembre 2020) a pesar de 

la emergencia sanitaria por el COVID 19? 

En cuanto al desarrollo de la investigación, se justifica porque lo que se busca 

es dar a conocer la situación real y concreta de hacinamiento que existe en los 

diversos penales de nuestro país, lo cual genera que se vulneren los derechos 

básicos de los internos, como el derecho a la vida y a la salud; con el fin de que las 

autoridades tomen consciencia de esta situación y de forma conjunta se pueda 

afrontar y solucionar; debido a que con la llegada del COVID-19 ha ocasionado el 

contagio de los internos e incluso fallecimientos de muchos de ellos.  

Asimismo, tiene una justificación social, porque permite conocer la realidad que 

viven los presos con la situación del hacinamiento que se ha agravado con la 

llegada del COVID-19, lo cual ha puesto en riesgo su salud e incluso han perdido 

la vida varios internos a nivel nacional; esta situación si bien afecta directamente a 

los internos, también afecta a sus familiares que no pueden brindarle los cuidados 

mínimos en el caso de contagio dentro del penal.  

Y se justifica jurídicamente porque se ha enfocado en conocer las resoluciones 

que se han emitido en los juzgado de emergencia penitencia del Distrito Judicial de 

Lima Este en los meses de abril a setiembre del 2020 con el fin de evaluar cuáles 

han sido los criterios que se han valorado para dictarle prisión preventiva a una 
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persona que se encuentra inmersa en una investigación teniendo en cuenta la 

situación de la emergencia sanitaria, asimismo, se ha buscado ver si los operadores 

de justicia han tenido presente una evaluación médica del procesado al momento 

de dictarle la medida coercitiva. 

Y se tiene como objetivo general: Determinar en qué medida la situación de 

emergencia sanitaria por el COVID 19 ha impactado en el uso de prisiones 

preventivas dictadas en el Distrito Judicial de Lima Este (abril setiembre 2020); 

como objetivo específico 1: Identificar y explicar los factores materiales que han 

incidido en el uso de prisiones preventivas en el Distrito Judicial de Lima Este (abril 

- setiembre 2020) a pesar de la emergencia sanitaria por el COVID 19; y como

objetivo específico 2: Identificar y explicar los factores normativos han incidido en 

el uso de prisiones preventivas en el Distrito Judicial de Lima Este (abril - setiembre 

2020) a pesar de la emergencia sanitaria por el COVID 19. 
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Durante la elaboración del trabajo de investigación se ha considerado los trabajos 

internacionales de: Cubillos (2018); en su trabajo de investigación 

titulado“Revisión de criterios jurisprudenciales sobre peligro para la seguridad de la 

sociedad en la aplicaciòn de la medida de prisión preventiva en casos de delitos 

económicos de impacto mediático”. (Memoria para optar el grado de Licenciado en 

Ciencias Jurídicas y Sociales). Universidad de Chile – Facultad de Derecho – 

Departamento de Derecho Penal; quien concluyó que, que los jueces no han 

logrado dejar claro qué significa que la libertad del imputado constituya un peligro 

para la seguridad de la sociedad, no existe uniformidad al respecto, debido a que 

los jueces no hacen una interpretación propia respecto a esta figura. 

Veintimilla (2018), en su trabajo de inestigación titulado “La prisión 

preventiva y la vulneración de los derechos humanos”. (Trabajo de titulaciòn para 

obtener el grado de abogado). Universidad Católica de Santiago de Guayaquil – 

Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales y Políticas, concluyò que, el uso 

desmedido de la prisión preventiva esta generando consecuencias lamentables de 

forma individual, colectiva y social, y es necesario una reforma del sistema procesal 

para salvaguardar los derechos humanos.  

Szczaranski (2010), titulada “La prisión preventiva como manifestación del 

derecho penal del enemigo”. (Memoria para optar el grado de Licenciado en 

Ciencias Juridicas y Sociales). Universidad de Chile – Facultad de Derecho – 

Departamento de Derecho Penal. Entre sus conclusiones precisó que se tiene la 

mala idea de que la aplicacion de la prisión preventiva va reducir la delincuencia, y 

lo que se ha generado con esto es que, ésta se ha convertido en el Derecho Penal 

del Enemigo, lo cual no es conciliable con el Estado de Derecho; no se esta 

evaluando la efectividad de la prisión preventiva en cuanto a la disminución de la 

delincuencia, lo cual esta originado el debilitamiento del Debido Proceso.  

Yépez (2016), En su Trabajo de investigación titulado “La indebida aplicación 

de la prisión preventiva como medida cautelar de ultima ratio dentro del Derecho 

Procesal Penal Ecuatoriano, en relación a los Principios Constitucionales”. (Tesis 

para obtener el título de abogado). Universidad Central del Ecuador; quien señaló 

II. Marco Teórico
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que, pese a que se vive en un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, 

sigue existiendo violaciones graves a los de Derechos, debido a la desmedida 

aplicación de la prisión preventiva que genera la inobservancia de la jurisprudencia 

internacional, y que no existen sanciones a los operadores de justicia que dicto 

prisión preventiva de una persona, que luego resultó ser inocente. 

Obando (2018), En su trabajo de investigación titulado “Prisión preventiva: 

Las tensiones entre la eficacia procesal y presunción de inocencia”. (Tesis para 

obtener el gradeo de Magister en Derecho Procesal). Universidad Andina Simón 

Bolívar; concluyó que, el problema con la prisión preventiva no radica en las 

normas, esta está bien regulada, el problema está en la aplicación que hacen los 

actores judiciales de esa norma, que viene incumpliendo la ley. La prisión 

preventiva dura de seis meses a un año, lo cual evidencia que la normativa 

ecuatoriana respeta los criterios de proporcionalidad establecidos por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. 

Y respecto, a los antecedentes nacionales tenemos: Alvarado (2019), 

concluyó que, el hacinamiento en el mencionado penal no contribuye con la 

reeducación, rehabilitación y reinserción social del interno, porque los programas 

destinados para ello se ven truncados por la sobrepoblación carcelaria, por lo que 

recomienda que se implementen políticas públicas en el sistema penitenciario, 

debido a que el hacinamiento tiene un impacto negativo en los internos. 

Curi (2018), concluyó que; el hacinamiento del Centro Penitenciario Miguel 

Castro Castro se debe al excesivo y descontrolado uso de la prisión preventiva, 

ésta situación perjudica a los internos porque pierden la oportunidad de poder 

realizar labores dentro del penal (estudiar y trabajar); asimismo, afecta la salud de 

los internos por las condiciones de vida que llevan, por lo que no se esta cumpliendo 

con el objetivo de resocializacion de los internos. 

Panizo (2018), señaló que, la privatización de la administración del Penal de 

San Pedro va conllevar a mejorar la gestión, la calidad de los servicios y la 

regulación jurídica, éstos servicios se verán fortalecidos cuando la administración 

se enfoque en brindar una atención de calidad, buscando estrategias para ver el 

aspecto de seguridad, hacer más eficiente y eficaz los recursos del Estado, calidad 
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en el servicio para lograr la resocialización (servicios de alimentación, salud y 

actividades). 

Cabana (2015), concluyó que, el crecimiento de la población penal se debe 

al abuso de la prisión preventiva, el 51% de los internos se encuentran recluidos 

debido a una prisión preventiva, y que ésta se dio de forma apresurada sin respetar 

la presunción de inocencia. Y Cardenas (2019). Señaló que, existe vulneración al 

derecho a la salud de los internos debido al hacinamiento, el 73% de los internos 

han contraído algún tipo de enfermedad dentro del penal como la tuberculosis y 

VIH, las condiciones carcelarias son deficientes debido al reducido espacio, lo cual 

hace que muchos internos duerman en el suelo, los servicios de higiene están en 

malas condiciones, y lo más grave es que no existe personal de salud que los 

atienda.  

Para el gran escritor Arguedas (citato por Bello, 2019), la privación de la 

libertad es la degradación del ser humano hasta su mínima expresión. Así también 

tenemos que la presión preventiva “es una medida de coerción personal que 

consiste en la privación de la libertad… del imputado” (Ore, 2016, p. 121). 

En cuanto la excepcionalidad de la Prisión Preventiva en América latina se señaló 

lo siguiente:  

“(…) El uso no excepcional de la prisión preventiva es uno de 

los problemas más graves y extendidos que enfrentan los 

Estados miembros de la OEA en cuando al respeto y garantía 

de los derechos de las personas privadas de libertad…” 

(Perez, 2014) 

El Magistrado San Martin, en su disertación sobre “Derecho Procesal Penal 

en la actual coyuntura nacional e internacional”, la definió como (…) aquella medida 

de coerción de origen judicial dictada a través de una resolución motivada, 

suficiente y razonable, consistente en la privación de la libertad del imputado por 

un tiempo máximo establecido por la ley (…)” (INPECCP, 2020) 

En el Caso J vs Perú, la Corte Interamericana de Derechos Humanos - CIDH, 

concluyó que se vulneró el derecho a la integridad personal, a la dignidad y a la 

vida privada de la demandantes, toda vez que, se le mantuvo privada de su libertad 

por más de quince días sin ser conducida ante una autoridad judicial para que se 
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pronuncie respecto a su detención (CIDH, 2013). Actualmente, existe una situación 

similar dentro de los establecimientos penitenciarios, en la cual los presos 

preventivos están privados de su libertad más allá del tiempo establecido por ley, 

que al final se convierte en una detención arbitraria, toda vez que, una persona que 

ha cumplido su prisión preventiva de nueves meses y se le amplia la misma por un 

tiempo más, sin que existan los presupuestos y fundamentos que puedan amparar 

dicho mandato, esa detención se convierte en inconstitucional.  

En cuanto a la aplicación de la prisión preventiva, se deben valorar los 

niveles de sospecha, la cual puede ser una sospecha suficiente, solamente por 

debajo de la sospecha grave que sirve para condenar; es decir que se haya 

superado la duda razonable. (Casación, 2017). Al momento de decretar la prisión 

preventiva se debe establecer el tiempo que va durar la misma, el cual puede variar 

en determinado momento. (Cusi, 2017). Asimismo, se debe evaluar si es realmente 

necesario la imposición de la prisión preventiva, y si no existe otro mecanismo 

menos gravoso que pueda cumplir con ese fin, para conservar el carácter 

excepcional de esta figura (Guevara, 2020). Al respecto Peña Cabrera (2020) 

señala que: “la prisión preventiva debe constituir una medida de ultima ratio, que 

sólo debe aplicarse ante circunstancias plenamente justificadas" (p. 109).  

En esa línea de ideas el Poder Ejecutivo reconoció que existe un grave 

problema de hacinamiento y que debían implementarse una serie de mecanismos 

para mejorar las condiciones carcelarias (DL. N° 1325, 2017). La Defensoría del 

Pueblo en el año 2011, dio a conocer el problema del hacinamiento que se venía 

evidenciando en los penales del Perú, indicando que el sistema penitenciario era 

preocupante debido a la infraestructura, seguridad y tratamiento de los servicios 

penitenciarios (Informe N° 154-2011/DP, 2011). 

Para Salas (2011), “la regla general es la libertad del imputado y la detención 

es la excepción”, entendiéndose que esta medida de coerción personal solo se 

debe imponer cuando realmente sea necesaria y que no se pueda aplicar otra 

menos gravosa. (p. 181). Según Villegas (2017) “solo puede aplicarse 

excepcionalmente (…), cuando fuera absolutamente indispensable para los fines 

del proceso penal”. Es decir, la medida de coerción personal debe aplicarse solo 

cuando después de haber realizado una evaluación minuciosa del caso, 
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valorándose las características del procesado y la gravedad del daño al bien 

jurídico, no se encuentre otra alternativa menos gravosa y con el fin de asegurar el 

normal desarrollo del proceso, se podría decretar privar la libertad de una persona. 

(p. 42) 

Asimismo, Merlo (2019) en el Octavo Congreso de las Naciones Unidas 

sobre la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, el 14 de diciembre de 

1990, en el acápite 6.1 y 6.2 señala “en el procedimiento penal solo se recurrirá a 

la prisión preventiva como último recurso, teniendo debidamente en cuenta la 

investigación del supuesto delito y la protección de la sociedad y de la víctima (…) 

Las medidas sustitutivas de la prisión preventiva se aplicarán lo antes posible. La 

prisión preventiva no deberá durar más del tiempo que sea necesario para el logro 

de los objetivos indicados en la regla 6.1 y deberá ser aplicada con humanidad y 

respecto por la dignidad del ser humano”. (p. 84) 

El Tribunal Constitucional – TC, continuando con su línea jurisprudencial, 

señalo que la prisión preventiva viene a ser la última ratio, por ello en el fundamento 

32 precisa que: “al procesado le asiste el derecho a que se presuma su inocencia; 

cualquier restricción de ella siempre debe considerarse la última ratio a la que el 

juzgador debe apelar, esto es, susceptible de dictarse solo en circunstancias 

verdaderamente excepcionales y no como regla general (…) (TC, 2018). 

Según Quiroz y Araya (2014) citando al Ex Juez Sergio García Ramírez: 

La prisión preventiva (…) es la más severa de las medidas 

cautelares que hasta hoy conserva el enjuiciamiento penal … 

por ello, entre otras cosas, es preciso ponderar seriamente la 

justificación, las características, la duración y las alternativas 

de la prisión preventiva”. (p. 35) 

Al respecto Castro (2013), sostuvo que el carácter excepcional de la prisión 

preventiva radica en el derecho a la libertad que le asiste al procesado, es por ello 

que la última ratio debe entenderse como la situación en la cual un Juez no ha 

encontrado otra medida coercitiva que le va permitir ejercitar una justicia eficiente 

y no tiene otra alternativa más que dictar una prisión preventiva. (p. 38). Y Nelvin 

(2020)   señala: “esa coacción – indirecta – de los medios no deben constreñir a los 

magistrados a la adjudicación de la prisión preventiva” (p. 43). 
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Y es que, la situación del hacinamiento no es algo nuevo, en el año 2017, el 

Perú reconoce que existe un Estado de Emergencia Penitenciaria y se ordenan 

diversas acciones a favor de los internos como, por ejemplo: mejorar las 

condiciones de salud, atención a personas de riesgo, enfermedades crónicas, 

alimentación, hacinamiento y deficiencia de infraestructura (Peruano, 2017). El 

problema del hacinamiento se venía dando desde muchos años atrás, y cada año 

la sobrepoblación carcelaria ha ido en aumento tremendamente, para finales del 

2018 la población total era de 112. 526 internos de lo cual 35, 717 tenían la situación 

jurídica de presos preventivo, es decir, son personas que no tiene aún una 

sentencia y que les asiste la presión de inocencia. (INPE, 2018). Y para diciembre 

del 2019, la población carcelaria había aumentado a 126, 064 internos, es decir en 

un año aumento 3, 538 internos, y sin que exista ningún cambio de infraestructura 

dentro de los penales, en la cual se encuentran personas adultas mayores, 

enfermos de VIH, tuberculosis, diabetes, cáncer, embarazadas, mujeres con hijos 

que viven en condiciones inhumanas que atentan su dignidad como persona (INPE, 

2019).  

En el Informe Penitenciario (2006), señaló que a diario aumenta la población, 

pero la infraestructura no lo hace, el personal que trabaja dentro de los panales no 

aumenta, para julio del 2006, llegaba a más de treinta y seis mil internos, la mayoría 

de ellos en situación de procesados (p. 13-17). Al respecto, Landa (2020), sostiene 

que la tarea de Tribunal Constitucional en el tema de la crisis penitenciaria que se 

viene sufriendo desde muchos años atrás, y ahora ha decretado un estado de cosas 

inconstitucional la situación del hacinamiento en los penales del Perú, lo que pone 

en el tápele nuevamente el tema de la sobrepoblación carcelaria y mucho más 

delicado en tiempos de pandemia (p. 15).  

Y respecto a la descripción del hacinamiento en un establecimiento 

penitenciario se tiene lo siguiente: 

“(…) el aspecto era muy deprimente, no solo por la oscuridad 

perenne (…) sino por el hacinamiento que la mayor parte de 

ellas sufría (…) Cada celda tenia, cuando se inauguró el 

penal, su propio lavadero e inodoro; pero, en el momento de 
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la investigación, no había ninguna celda que tuviera esos 

servicios en funcionamiento (…)” (Perez, 2000, p. 170) 

Asimismo, Solís (2020) señaló: “el mantenimiento de su salud y su 

supervivencia no dependen totalmente de él, sino de quienes son sus cuidadores” 

(p. 334).   

La pandemia provocada por el COVID-19, ha sacado a relucir las enormes 

diferencias sociales que existe desde muchos años atrás, las cuales en su 

momento fueron advertidas por el gran escritor Jorge Basadre, las carencias que 

presentaban las instituciones ha quedado de manifiesto, la economía de los 

peruanos se ha visto afectada de gran manera por esta nueva coyuntura, muchos 

estudiantes han abandonado sus estudios debido a que sus padres no podían 

costear los gastos de educación (Alumni, 2020). 

Es fundamental conocer qué es, El COVID-19, y es un virus que ataca 

específicamente el aparato respiratorio, que se inicia con un resfrío común para 

luego agravarse y convertirse en un síndrome respiratorio agudo severo, que tiene 

como victimas principales a las personas que tienen enfermedades pre-existentes 

como diabetes, cáncer, tuberculosis, híper tensión, etc; ha causado la muerte de 

muchísimas personas alrededor del mundo, y con las únicas armas con las que se 

puede luchar, es mantener la distancia de persona a persona, lavarse la mano 

constantemente y usar una mascarilla (OMS, 2020). La forma más común de 

transmisión se debe al contacto con personas que han sido contagiados, es por ello 

que se debe identificar y aislarla a los que presenten síntomas a fin de evitar la 

propagación del virus (Cruz, Santos, Velazquez y León, 2020). 

La manera en que se propaga el SARS-CoV-2, sería mayor en la etapa de 

incubación, y que serían los asintomáticos lo que hacen que el virus se expanda 

con mayor rapidez debido a que no evidencias síntomas y no pueden ser sometidas 

a un tratamiento médico, con este tipo de virus toda la población está en riesgo de 

contagiarse, pero son los de avanzada edad y aquellos que tienen enfermedades 

crónicas pre-existente más susceptibles a infectare y presentar síntomas más 

graves, y para éste grupo de personas puede ser letal, por lo que de ser el caso 

que presenten síntomas fuertes deben acudir al centro de salud más cercano de 

forma inmediata (Salud, 2020). 
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Nunca antes bien usada la frase “El COVID no mata solo. No seamos 

cómplices”, es la frase lanzada por el gobierno peruano para decirnos a todos que 

nos cuidemos, que solo el trabajo en equipo nos puede ayudar a salir adelante y 

evitar más contagios (gob. pe, 2020). Y Después del pronuncimianeto de la OMS, 

el Perú, con el fin de cuidar y proteger la salud de la población, y  así evitar que se 

expanda el COVID-19, decretó el Estado de Emergencia Nacional y ordenó el 

aislamiento social obligatorio (cuarentena), y era la única forma de evitar que 

colapse el sistema de salud, el cual desde antes presenta enormes problemas, y 

resultò la medida mas acertada y evitó la muerte de miles de peruanos (DS N° 044-

2020-PCM, 2020).  

Respecto al COVID-19, en Lima Este para los meses de marzo a julio del 

2020, se tenía un total de 56, 64 casos positivos, siendo distro de Ate, El Agustino 

y Santa Anita los que presentaban mayor cantidad de casos, y han sido las 

personas de la tercera edad los más afectados (CENEPRED, 2020).  

Para conocer un poco más del Estado de Emergencia Nacional, se debe 

saber que tiene un carácter excepcional, que se encuentra debidamente amparado 

en el inciso 1) del artículo 137° de la Constituciòn, y se da por razones graves que 

afectan la vida de la Nación, como es el caso del COVID-19, en el cual se 

encontraba en grave peligro la vida y salud de todos los peruanos, situación que a 

su vez, restringe ciertos derechos fundamentales como la libertad y seguridad 

personal, la inviolabilidad de domicilio, la reunión y el tránsito por el territorio del 

país. Y siendo que el primer caso de contagio se tuvo en la capital era necesario 

restringir el traslado hacia en interior del país debido a que los ciudadanos podían 

llevar consigo el virus (LP, 2020) 

Asimismo, con la finalidad de agilizar las diversas acciones tendientes a 

prevenir los contagios masivos, se suspendieron todas las labores no esenciales 

tanto en el sector publico como privado, las mismas que debian realizarse de 

manera remota, y lo que se necesitaba era fortalecer el sistema de salud con la 

implementación de los diversos instrumentos necesarios para la protección del 

personal de salud, y así puedan atender a los enfermos a nivel nacional (Salud, 

2020) 
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Estos han sido los primeros pasos a través de los cuales el Perú intentó 

proteger a los ciudadanos, y en especial a los mas vulnerables que para la presente 

investigación son los presos preventivos, debido al problema del hacinamiento, 

situación que es de conocimiento de los organismos internacionales, y que se volvió 

aún más grave con la pandemia debido al COVID-19, es por ello que, la CIDH no 

ha sido ajena a esta situación, y el 10 de abril del 2020 se pronunció a través de la 

Resolución Nª 01/2020, la misma que en su punto 45 de la parte resolutiva, respecto 

a personas privadas de libertad, recomendó:  

Adoptar medidas para enfrentar el hacinamiento de las 

unidades de privación de la libertad, incluida la reevaluación 

de los casos de prisión preventiva para identificar aquéllos 

que pueden ser convertidos en medidas alternativas a la 

privación de la libertad, dando prioridad a las poblaciones con 

mayor riesgo de salud frente a un eventual contagio del 

COVID-19, principalmente las personas mayores y mujeres 

embarazadas o con hijos lactantes (CIDH, 2020). 

Del mismo modo en su punto 47, ha precisado que se debe “Adecuar las 

condiciones de detención de las personas privadas de libertad particularmente en 

lo que respecta a alimentación, salud, saneamiento y medidas de cuarentena para 

impedir el contagio intramuros del COVID-19, garantizando en particular que todas 

las unidades cuenten con atención médica”. Es decir, el Estado Peruano en su 

calidad de garante debe garantizar que los internos tengan las mínimas condiciones 

para poder afrontar la pandemia del COVID-19, es por ello, que la privación de la 

libertad debe ajustarse a los principios de proporcionalidad y temporalidad.  

Siguiendo la misma línea el máximo intérprete de la norma en nuestro país 

no podía quedarse de lado, es por ello que ha resolvió:  

“declarar que existe un estado de cosas inconstitucional 

respecto del permanente y critico hacinamiento de los 

establecimientos penitenciaos y las severas deficiencias en la 

capacidad de albergue, calidad de su infraestructura e 

instalaciones sanitarias, de salud, de seguridad, entre otros 

servicios básico a nivel nacional”. (Constitucional, 2020) 
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Figura N° 2 

Presos protestan en hacinada cárcel del Perú por COVOD-19 

Fuente: (AP, 2020) 

En la imagen se apreciar que un grupo de internos del Penal de Lurigancho 

reclama por el Derecho a la vida, debido a que no les había practicado ninguna 

prueba de descarte, pese que las autoridades tenían pleno conocimiento del grave 

riesgo de contagio que se existía dentro del dicho penal debido al problema del 

hacinamiento carcelario, en las medidas decretadas por el Gobierno ninguna 

medida ha sido destinada para ver el caso de las personas privadas de su libertad 

que estaban viviendo con las mínimas medidas de salubridad.  

El Estado desde su posición de garante, debe brindar las mínimas 

condiciones necesarias para que puedan sobrevivir a una pandemia que ataca a 

todo el mundo y que, los países con un sistema de salud de primer nivel como 

España, Italia, Alemania y Estado Unidos, quedaron desbordados por la cantidad 

de enfermos por COVID-19, las funerarias no se daban abasto debido al gran 
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número de muertos que ha ocasionado este virus, que ataca directamente el 

sistema respiratorio de las personas.  

El Poder ejecutivo con el fin de enfrentar esta grave crisis carcelaria durante 

la emergencia sanitaria, en el mes de abril del 2020, buscó el deshacimiento de los 

penales y que los presos preventivos que hayan cometido delitos menores puedan 

solicitar el cese de la prisión preventiva, y si bien ha sido una decisión acertada no 

fue suficiente y, tampoco tuvo la eficacia que se buscaba (Peruano, 2020). 

En esa linea de ideas, y con la finalidad de contribuir al deshacinamientos de 

los penales y proteger la salud y la vida de los internos, el Poder Ejecutivo hizo 

llegar al congreso su proyecto de ley a fin de se dicten medidas excepcionales para 

el deshacinamiento de los penales, en la misma linea el Poder Judicial hizo llegar 

dos proyectos de Ley sobre la remisión condicional de la pena y revisión 

excepcional de la prisión preventiva, hicieron lo mismo un grupo de parlamentarios, 

los cuales fueron debatidos en la Comisión de Justicia y Derechos Humano, la cual 

recomendó aprobar los proyectos de Ley, pero que lamentablemente no llegaron a 

ver la luz debido a que en la siguiente instancia, en la cual se disuten para 

convertirse en Leyes, fueron archivadas dejando en total estado de indefensión a 

los internos y poniendo en peligro inminente su vida y salud (Congreso, 2020). 

Los proyectos antes citados tenian como fin aminoran el problema del 

hacinamiento con la revisión de las prisiones preventivas, con lo cual se hubiera 

favorecido a una gran cantidad de internos, debido a que los operadores judiciales 

estaban en la obligación de revisar los procesos penales en los cuales se 

encontraba el procesado privado de su libertad, así como de las pesonas que se 

encontraban con enfermedades pre-existentes y que por lo tanto los ubicaba dentro 

del grupo de vulnerables. 

Asimismo, la Defensoría del Pueblo, se manifestó sobre el grave problema y 

el estado de vulnerabilidad en la que se encuentran los internos durante la 

emergencia sanitaria, e incluso hizo mención que dentro de los muros viven 

alrededor de 165 niños que deben permanecer con sus progenitoras hasta que 

cumplan tres años (Defensoria, 2020). Del mismo modo la Corte Superior de 

Justicia de Lima Este - CSJLE inmediatamente determinó la creación de los 

Órganos Jurisdiccionales de Emergencia Penitenciaria, los cuales debían conocer 
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los casos más graves y urgentes, como por ejemplo los procesos con reos en 

cárcel, es decir aquellos que tenían una prisión preventiva, y las denuncias que 

ingresen con detenidos que eran presentados por el Ministerio Publico a través de 

la Mesa de Partes (CSJLE, 2020). 

Y si bien, tanto el gobierno central como la Corte Superior de Justicia de Lima 

Este han tenido la iniciativa para no dejar de lado a los internos preventivos, quizás 

no tuvo la eficacia que se buscaba debido a que el tramite interno fue muy 

entrampado; ya que el interesado debía hacer llegar su pedido al juzgado que veía 

su proceso o podía también realizarlo directamente al Director del penal, y éste 

enviaba al Instituto Nacional Penitenciario la Lista Nominal para que éste a su vez, 

remita vía correo electrónico a la Presidencia de la Corte Superior de Justicia de 

Lima Este, y esta posteriormente a los Juzgado Penales Especiales de Emergencia 

quienes a su vez continuaban con el pedido de cesación de prisión preventiva del 

preso preventivo, emitiendo al Ministerio Publico a fin de que emita pronunciamiento 

al respecto; este trámite demoró muchísimo debido a que el personal de los 

diversos penales no se encontraba laborando toda vez que, nos encontrábamos en 

cuarentena y para evitar que aumenten los contagio del COVID-19 (INPE, 2020). 

Para conocer un poco más de lo qué es la denominada Lista Nominal 

remitida por el Instituto Nacional Penitenciario a través de un correo dirigido a la 

Presidencia de la Corte del Distrito Judicial de Lima Este como ya se ha indicado 

en el párrafo anterior, en la cual se encontraba los datos de los internos que 

pudieran ser beneficiados con el Decreto Legislativo N° 1513, los mismos que 

debían cumplir con lo expresado en el decreto, solo aplicaba para delitos de mínima 

lesividad, es decir, delitos que tengan una pena menor. 

En esta lista se detallaba el Establecimiento Penitenciario donde se 

encontraba recluido el interno, su Documento Nacional de Identidad, el delito, la 

Corte Superior donde se viene tramitando su proceso (Corte Superior de Justicia 

de Lima Este), el juzgado donde se tramita su proceso, el número de oficio y la 

situación jurídica, en este último punto todos tiene la calidad de procesados; la lista 

antes mencionada era enviada al Ministerio Publico quien debía emitir su dictamen 

fiscal, y conforme se ha evidenciado del estudio efectuado para el desarrollo del 
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presente trabajo, el titular de la acción penal se oponía al pedido de cesación de 

prisión preventiva realizado por el preso preventivo. 

El Ministerio Publico manifestó su oposición al pedido de cesación pese a la 

emergencia sanitaria nacional debido al COVID-19, aunado a la crisis de 

hacinamiento en los penales de Lurigancho y Castro Castro los cuales se 

encuentran ubicados en el Distrito Judicial de Lima Este era evidente que los 

internos se encontraban en una situación de vulnerabilidad; por lo que evidenció 

poca empatía con el prójimo y, la falta una visión y valoración humanitaria de los 

casos, que por la situación de pandemia ha puesto en riesgo la vida y salud de 

muchos presos preventivos. Pero ha sido satisfactorio saber que los Juzgado de 

Emergencia Penitenciaria, no han seguido la forma de pensar del Ministerio 

Público, toda vez que los operadores judiciales aplicando su criterio de 

discrecionalidad han resuelto de forma favorable para los internos (CSJLE, 2020). 

Y si bien, es reconocible la iniciativa de las autoridades, también es cierto 

que, gran parte de este mínimo impacto que ha tenido la emergencia sanitaria, se 

debió a que la información de los internos no se encontraba almacenada en un 

servidor a la cual hubieran podido acceder los trabajadores del penal de manera 

remota e inmediata, sin exponerse al contagio y tampoco exponer a los internos; es 

por ello que, es necesario que para el futuro la información de cada interno deberá 

estar almacenada en un backup, lo cual facilitaría muchísimo los tramites que se 

soliciten ya que se va tener a la mano la información debidamente protegida (Sierra, 

2020). 

También se ha visto que la pandemia ha afectado duramente a los países 

más avanzado, con un sistema de salud de primer nivel, es por ello, que es 

necesario conocer cómo han reaccionado ante esta situación los países vecinos 

con relación a los internos preventivos.  

Cuando se hace referencia al comportamiento que ha tenido Latinoamérica 

frente al COVID-19, se tiene que, el Congreso de Chile aprobó una Ley que permitió 

la excarcelación de cuarenta mil internos, que fueron enviados a su casa con 

arresto domiciliario; en Colombia, Argentina y Bolivia se dieron situaciones similares 

en donde le dieron prioridad a personas vulnerables, adultos mayores y mujeres 

embarazadas o con hijos menores. En Europa, tenemos que, en Francia los presos 
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con buen comportamiento y los que tenían la condena próxima a cumplir, se les dio 

libertad; pero sin duda el que más llamó la atención, es el tratamiento que llevó a 

cabo España, que se convirtió en el país más afectados con esta pandemia y, aun 

así, no se olvidó de sus presos y contrató decidió contratar más personal médico 

para que los atiendan intramuros. Y finalmente, Irán es uno de lo más resaltantes 

al haber ordenado la prisión domiciliaria temporal de setenta mil internos (Villena, 

2020). 

Respecto al derecho a la salud, se debe entender como aquella facilidad que 

deben tener las personas para poder contar con servicios básico de salud en el 

momento que lo crea necesario, y sin tener que realizar un pago para que esos 

servicios sean efectivizados. Es derecho también implica que, cuente con los 

servicios básicos como: agua, alimentación saludable y nutritiva que les permita 

desarrollar y tener una vida digna incluso dentro de un penal (Tedros, 2017). 

En cuanto a la salud, tenemos que retroceder al 21 de noviembre de 1986, 

fecha en la que se realizó en la ciudad de Ottawa la primera Conferencia 

Internacional sobre la promoción de la salud, la misma que señalaba lo siguiente:  

“La promoción de la salud consiste en proporcionar a los 

pueblos los medios necesarios para mejorar su salud y ejercer 

un mayor control sobre la misma. Para alanzar un estado 

adecuado de bienestar físico, mental y social un individuo o 

grupo para ser capaz de identificar y realizar sus aspiraciones, 

debe satisfacer sus necesidades … las condiciones y 

requisitos para la salud son: la paz, la educación, la vivienda, 

la alimentación, la renta, un ecosistema estable, la justicia 

social y la equidad (…)” (Carta de Ottawa, 1986). 

Es por ello que, la CIDH se ha pronunciado respecto a la situación de 

hacinamiento que afrontan diversos países, lo cual significa una situación muy 

grave para la salud de los internos, los casos en los que exista una prisión 

preventiva deben darse otras alternativas, debiendo tener presente a las personas 

que se encuentran dentro del grupo de vulnerables a contagiarse del COVID-19 (La 

Ley, 2020). Del mismo modo en el caso Tibi Vs. Ecuador, la CIDH en su fundamento 

155: señala que: “el Estado debe asegurar que una persona este detenida en 



20 

condiciones que sean compatibles con el respeto a su dignidad humana” 

(Congreso, 2020). Es decir, el Estado debe cumplir con su posición de garante 

frente a los internos y brindarles todas las facilidades para que puedan acceder a 

un servicio de salud por lo menos aceptable y que los ayude a evitar los contagios 

dentro de los penales. 

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con el fin de proteger la vida 

y salud de los internos reabrió el Ex Penal San Jorge, el cual se convirtió en el 

centro de monitoreo y aislamiento para los internos que presenten síntomas del 

CODIV-19, lugar al cual fueron trasladados los internos de diversos penales 

(Castañeda, 2020). Y el 27 de abril del 2020, los internos protagonizaron una 

reyerta en el Establecimiento Penitenciario de Castro Castro, los reclusos 

señalaban que se encontraban en una situación vulnerable para contagiarse del 

COVID-19, debido al tremendo hacinamiento carcelario, los internos manifestaban 

que muchos de sus compañeros habían muerto por COVID-19, y que nadie les 

estaba brindando los servicios básicos, lo único que pedían era la oportunidad de 

sobrevivir y ver a sus familiares (Gomez, 2020). En el mes de junio del 2020, el Jefe 

del INPE a través de una entrevista radial dio a conocer que habían fallecido 221 

internos y más de 700 trabajadores penitenciarios resultaron contagiados de 

COVID-19 (Castilo, 2020). 

Durante el desarrollo del presente trabajo se ha descubierto una situación 

alentadora que de alguna manera puede disminuir el riesgo de contagio que 

podrían llevar al interior de los penales los detenidos nuevos que son internados ya 

sea por una medida de coerción personal o una sentencia efectiva; es que una de 

las condiciones que ha solicitado la Corte Superior de Justicia de Lima Este 

conjuntamente con el INPE, al Ministerio Publico es que, se van a recibir denuncia 

con detenidos y del mismo modo la Policía Nacional del Perú que vaya a poner a 

disposición del juzgado a una persona en calidad de detenida, en ambas 

situaciones previamente deben acompañar su prueba de COVID-19. 

Debo precisar que esta prueba la viene realizando el Ministerio de Salud a 

través de la Dirección de Redes Integrales de Salud Lima Este – DIRIS Lima este, 

en la cual se detalla si el detenido presenta algunos síntomas como tos dolor de 

garganta, congestión nasal, dificultad para respirar; asimismo, se consigna los 
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resultados de la prueba rápida a la cual fue sometido la persona; pero conforme lo 

han dicho los especialistas este tipo de prueba no son muy confiables debido a que 

pueden arrojar un falso negativo, pero no podemos dejar de reconocer el esfuerzo 

de parte del Minsa; sin embargo, lo recomendable sería que se les practique una 

prueba molecular la cual tiene una mayor certeza al momento de detectar si una 

persona tiene COVID-19. 

A nivel internacional, uno de los casos más sonados sin duda alguna ha sido 

el del ex Presidente Alejandro Toledo, a quien la justicia estadounidense le dio 

libertad bajo fianza debido a que era una persona de avanzada edad (74 años), que 

sufre de hipertensión, que lo convierte en vulnerable a contraer el COVID-19, y lo 

más resaltante es que el juez consideró que la pandemia ha modificado las 

circunstancias que existían al momento de su internamiento y que, su permanencia 

en un centro de reclusión era un riesgo para su salud (Canal N, 2020).  

Este caso resulta muy importante debido a la valoración realizada por el 

magistrado, al indicar que la pandemia ha modificado las circunsctancias en las que 

se deretó su internamiento, y su permanencia en un penal al encontrarse el 

investigado dentro del grupo de personas vulnerables serìa perjudicial para su 

salud; sin duda, es una apreciación extensiva de la norma que muy pocas veces lo 

vemos en los pronunciamiento de los jueces nacionales. 

A nivel nacional, se puede decir que, el primer caso conocido en el cual los 

operadores de justicia aplicaron un derecho humanitario, lo podemos advertir en el 

caso de la Señora Susana Villarán a quien se le varió la medida de prisión 

preventiva por arresto domiciliario, debido a que es una persona de avanzada edad 

(70 años), que presentaba enfermedad pre-existente (Lupus), situación que la 

ponía dentro del grupo de riesgo y su permanencia en el penal de Chorrillos era 

muy riesgoso para su vida y su salud, por lo que optaron por dictarle arresto 

domiciliario (Gestión, 2020). 

Otro caso en el cual se dio prioridad al derecho a la salud y se valoró el riesgo 

que significaba contraer el COVID-19, por las enfermedades pre-existentes de 

hipertensión arterial y diabetes, lo cual motivó que varíen prisión preventiva por 

arresto domiciliario, la defensa del investigado Richard James Martin Tirado 

argumentó que, en el Penal de Ancón 1, era imposible realizar el aislamiento social 
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obligatorio, y que dicho penal no brindaba la seguridad a los internos para no 

contagiarse (Manco, 2020) 

También tenemos, el caso del ex fiscal Rossel Alvarado, el mismo que se 

encontraba recluido en el penal de Castro Castro, su defensa argumentó que era 

una persona con un alto riesgo de contraer el COVID-19 debido a las enfermedades 

pre-existentes que sufría como: Diabetes, Aneurisma, quistes renales, hipertrofia 

de próstata, y que durante el Estado de Emergencia Sanitaria se debe priorizar 

cuidar la vida y la salud de los investigados (LP, 2020). 

Y es necesario, hacemos la pregunta qué tienen en común los casos 

previamente citados, y la respuesta es, que se trata de investigados con un gran 

poder económico, quienes han podido costear los honorarios de muy buenos 

abogados, situación que no ocurre con la gran mayoria de los presos preventivos, 

quienes deben esperar el asesoramineto un abogado de oficio, quien lleva muchos 

casos al mismo tiempo, lo cual afecta tremendamente del derecho de los internos. 
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3.1 Tipo y diseño de investigación 

El desarrollo del presente trabajo de investigación ha sido desde, el enfoque 

cualitativo, muchas veces conocido también como estudio no estadístico debido a 

que su desarrollo no se fundamenta en el estudio de variables con el objetivo de 

medirlos o efectuar una estadística; sino lo que se busca es comprender el 

problema tal y conforme se evidencia en la realidad. Al respecto (Jemenez, 1998) 

señala que: “la búsqueda de eficiencia y calidad en la gestión investigativa es lo 

que otorga a la metodología de la investigación un sentido claro (…)”.  (p. 11). 

En cuanto al tipo de investigación, es de tipo descriptivo – explicativo, debido 

a que, lo que se ha buscado es describir un problema real como es el hacinamiento 

que existe en el Perú desde muchos años atrás por el uso excesivo de la prisión 

preventiva, lo cual se agravó con la pandemia debido al COVID-19; y es explicativo 

porque se busca analizar y explicar cuáles son las consecuencias que produce el 

hacinamiento para los internos durante la Emergencia Sanitaria. Al respecto 

(Vallejo, 2002) señala que: “(…) cuando el estudio de investigación tiene por 

objetivo documentar las condiciones, actitudes o características de la población o 

poblaciones en estudio, el diseño es descriptivo (…)”.  (p. 2). 

En lo que respecta al diseño, la investigación se ha realizado a través del 

estudio de casos, es decir de los autos de prisión preventiva emitidos entre los 

meses de abril a setiembre del 2020 por los Juzgados de Emergencia Penitenciaria 

del Distrito Judicial de Lima Este, a fin de determinar si la Emergencia Sanitaria ha 

tenido alguna incidencia en la aplicación de la medida de coerción personal como 

lo es, la prisión preventiva. Para ello, previamente se ha detectado el grave 

problema del hacinamiento que se existe desde muchos años atrás pero que 

durante la emergencia sanitaria ha empeorado aún más.  

Y se debe entender que, el roll de los abogados dentro de la sociedad, y 

conforme lo precisa Baena (2017) “Las ciencias sociales no sólo se ocupan de lo 

que acontece, sino también de los deseos y aspiraciones humanas (…)”. Y para la 

presente investigación se ha tomado como punto de partida la aplicación de la 

prisión preventiva la cual está generando el hacinamiento en los penales, que es 

III. Metodología
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una situación que no solo debe importarle a los directamente afectados sino a todos 

los que forman parte de una sociedad, toda vez que, se está afectando el derecho 

a la salud de los internos (p. 16). 

3.2 Las categorias y subcategorias 

Las categorias que se han considerado para el desarrollo del trabajo son: 

 Uso de la prisión preventiva; y tiene como definición conceptual, que es una

medida de coerción personal mediante a cual se determina privar la libertad

de una persona que se encuentra inmersa en un proceso penal a fin de

asegurar la presencia pro investigado durante el desarrollo del proceso y que

de existir un sentencia condenatoria, èsta pueda ser cumplida.

 Factores durante la emergencia sanitaria; lo que se quiere es dar a conocer

los factores que han incidido al momento en que los jueces han resuelto un

requerimiento de prisión preventiva planteado por el Ministerio Público

durante la emergencia sanitaria.

3.3 Escenario de estudio 

En lo que respecta al escenario de estudio, el trabajo se ha desarrollado en 

los Juzgados de Emergencia Penitenciara, ubicados en la Molina, San Juan de 

Lurigancho, Ate, Santa Anita, El Agustino y Chosica, los mismo que se encuentran 

dentro del Distrito Judicial de Lima Este, los cuales fueron creados durante la 

Emergencia Sanitaria con el objetivo de atender los procesos con reos en cárcel y 

las denuncias con detenido presentadas por el Ministerio Público, cada juzgado ha 

realizado turno una semana (recibió las denuncias), contando con dos personas 

como máximo (juez y secretario judicial), a fin de evitar contagios por el COVID-19, 

dando prioridad al trabajo remoto para lo cual se ha instalado el programa 

FortiClient en la computadora de los trabajadores judiciales a través del cual podían 

ingresar al Sistema Integrado de Justicia – SIJ, en el cual se encontraban 

registrados los expedientes digitalizados en un 40% por lo que fue necesario tener 

el expediente físico. 

La característica principal de estos juzgados señalados precedentemente, es 

que tiene con una carceleta más amplia para varones y mujeres, a fin de cuidar la 
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integridad y salud de los detenidos, se adaptaron los protocolos de Bioseguridad, 

como es el lavado de manos, alcohol, uso de mascarillas, toma de temperatura, y 

previamente los detenidos han sido sometidos a una prueba rápida de descarte del 

COVID-19, lo cual ha permitido conocer el estado actual de salud de los detenidos 

y cuidar a los demás. 

3.4 Participantes 

Los participantes son tres personas que han realizado labores durante la 

emergencia sanitaria en el Distrito Judicial de Lima Este; los mismo está 

conformado por una juez, una fiscal y una abogada litigante, quienes se les ha 

realizado diez preguntas, las cuatro primera respecto al objetivo general del 

problema, dos respecto al objetivo específico 1; y cuatro respecto al objetivo 

específico 2, y han compartido sus conocimientos y puntos de vista respecto al uso 

de la prisión preventiva durante la emergencia sanitaria por el COVID-19. 

En los participantes tenemos a la primera participante, quien se desempeña 

como juez supernumeraria en el Distrito Judicial de Lima Este, labora desde hace 

veinte años en el Poder Judicial, de los cuales desde hace dos años se desempeña 

como Magistrada, manifestó que por esta pandemia y a fin de evitar contagiarse 

del COVID-19, indicó que está realizando trabajo remoto desde su casa para lo cual 

le han instalado los programas necesarios que le permiten desarrollar su labores 

de una mejor manera; asimismo, indicó que ha encontrado muchas dificultades 

para poder adaptarse a las nuevas formas de trabajar, y que cuatro de cinco 

personas que conforman su judicatura han dado positivo entre los meses de abril a 

setiembre del 2020.  

Asimismo, la segunda participante, quien se desempeña como Fiscal en el 

Distrito Judicial de Lima Este, quien tiene doce años laborando en el Ministerio 

Publico de los cuales tres años se desempeña como Fiscal titular, indicó que labora 

de manera mixta, es decir, de los cinco días laborables, asiste a su oficina dos días 

para despachar y firmar los documentos correspondientes y los otros tres realiza 

trabajo remoto a fin de evitar contagios de COVID-19.  

Y finalmente, la tercera participante, quien se desempaña como abogada 

inscrita en el Ilustre Colegio de Abogados de Lima, manifestó que tiene su estudio 
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jurídico en el Distrito de Santa Anita; asimismo, indicó que ha disminuido muchísimo 

los casos debido a la pandemia, pero que poco a poco las cosas se han venido 

normalizando pero existe mucho temor de parte de las personas de contagiarse del 

virus; y que durante la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno ha 

participado en algunas audiencias de presentación de cargos y prisión preventiva, 

y que pese a que la pandemia es una situación real y concreta, no ha sido valorado 

por los jueces al momento de resolver el pedido de prisión preventiva efectuado por 

el Ministerio Público. Para recolectar las preguntas efectuadas a los entrevistados, 

previamente se elaboró una guía de entrevistas. Y para su ejecución que, por 

situación de pandemia, se coordinó vía telefónica y se envió la guía de preguntas 

a los correos electrónicos de cada uno quienes libremente han respondido cada 

una de las preguntas formuladas. 

3.5 Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Para el desarrollo del trabajo, se realizado a través del análisis documental, 

cual ha consistido en el estudio de normas, jurisprudencia, doctrina nacional y 

extranjera; además el estudio de los autos de prisión preventiva emitidos durante 

la Emergencia Sanitaria, la elección de las resoluciones ha sido al azar y 

comprende los expedientes de los juzgados de Molina, San Juan de Lurigancho, 

Ate, Santa Anita, El Agustino y Chosica. La manera como se ha recolectado los 

datos ha sido a través de la entrevista efectuada a tres participantes, conformados 

por una juez, fiscal y abogada. Y el instrumento que se ha utilizado ha sido la guía 

de entrevista a través del cual se ha recolectado la información del estudio del 

problema abordado. 

3.6 Procedimiento 

Se coordinó vía telefónica y correo electrónico con personal de los órganos 

de Emergencia Penitenciaria, a fin que brinden las facilidades para tener acceso y 

conocimiento de los autos de prisión preventiva emitidos entre los meses de abril a 

setiembre del 2020, con la finalidad de verificar si la emergencia sanitaria ha 

incidido al momento de dictarse la prisión preventiva a una persona que se 

encontraba inmersa en una investigación judicial, se obtuvo gran compañerismo y 
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colaboración de parte de los operadores, quienes facilitaron la documentación de 

los autos de prisión preventiva que fueron enviados a mi correo electrónico. 

3.7 Rigor científico 

Es a través del cual se deben cumplir los procedimientos de la investigación; 

y con relación a la credibilidad, es el mecanismo a través del cual el trabajo adquiere 

el término “creíble” en cuanto la recolección de datos mediante el uso de las 

técnicas y los instrumentos son fiables, para la presente investigación se ha 

entrevistado a tres personas que han laborado durante la emergencia sanitaria y 

han tenido contacto directo en las audiencias de prisión preventiva realizadas por 

los órganos de Emergencia Penitenciaria. 

3.8 Aspecto ético 

Para la elaboración de la presente investigación, se ha respetado el uso de 

las citas APA Séptima edición. 

De igual forma, se deja constancia que se ha respetado la reserva de los 

nombres de los entrevistados, a pedido expreso de ellos.  

Asimismo, el presente trabajo se ha elaborado siguiendo los lineamientos de la 

Guía UCV para la tesis con enfoque cualitativo. 
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Teniendo como objetivo general, el cual ha consistido en determinar en qué 

medida la situación de la emergencia sanitaria ha impactado en la concesión 

de las prisiones preventivas en el Distrito Judicial de Lima Este (abril – 

setiembre 2020), los tres entrevistados que han sido Juez, fiscal y abogada, a 

quienes se les formuló las siguientes preguntas: 

1.- Durante la situación de emergencia sanitaria por el COVID-19, 

específicamente en el período de suspensión de labores judiciales 

(abril – junio 2020) ¿Cuál fue nivel en el uso de la medida de prisión 

preventiva en el Distrito Judicial de Lima Este? (alto, promedio normal 

o bajo).

Después de haber leído cada una de las respuestas de los participantes se 

advirtió que los tres concuerdan que, en los meses de abril a junio 2020, el uso de 

la prisión preventiva fue menor, y esto se debió al aislamiento social decretado por 

el Gobierno, tiempo en el cual no podía salir ninguna persona de su domicilio y si 

lo hacían eran arrestadas por la Policía Nacional del Perú. 

2.- Durante la situación de emergencia sanitaria por el COVID-19, 

durante el período de reanudación paulatina de las labores judiciales 

de julio a setiembre del 2020 ¿Cuál fue nivel en el uso de la medida de 

prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Este? (alto, promedio 

normal o bajo). 

Los participantes han precisado que, para los meses de julio a setiembre del 

2020, el uso de la prisión preventiva aumentó, y esto se debió a que el Gobierno 

dio por concluida la cuarentena. 

3.- ¿En qué delitos ha tenido mayor incidencia el uso de la prisión 

preventiva durante el período de suspensión de labores judiciales (abril 

– junio del 2020) en el Distrito Judicial de Lima Este?

De la respuesta de los entrevistados, se tiene que, durante los meses de 

abril a junio del 2020 los delitos que más se han cometido han sido robo agravado 

y contra la libertad sexual, lo cual es lamentable pero cierto, en el tiempo del 

aislamiento social muchas niñas, niños y mujeres han sido abusadas sexualmente 

IV. Resultados y Discusión
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y la mayoría de casos son realizados por familiares directos que viven en el mismo 

inmueble. 

4.- ¿En qué delitos ha tenido mayor incidencia el uso de la prisión 

preventiva durante el período de reanudación de labores judiciales 

(julio – setiembre del 2020) en el distrito Judicial de Lima Este? 

Se ha podido evidenciar que, durante los meses de julio a setiembre del 

2020, los delitos cometidos han sido similares a los meses de abril a junio del 2020, 

es decir no hubo un incremento significativo de la delincuencia en el Distrito de Lima 

Este. 

Y finalmente, en cuanto al objetivo general del trabajo de investigación, se 

puede decir que la emergencia sanitaria ha tenido un mínimo impacto debido a que 

los operadores judiciales han continuado dictando la prisión preventiva a los 

investigados pese a la situación de la pandemia por el COVID-19, y que los delitos 

contra el patrimonio y la libertad sexual son los que más se han cometido, con lo 

cual se evidencia que se vulneró el derecho a la salud de los procesados que han 

sido internados en un penal que no tiene las mínimas medidas de seguridad. 

Lo señalado en el párrafo anterior, concuerda con lo manifestado por, Yépez 

(2016), quien, señaló que, el uso desmedido de la prisión preventiva genera la 

inobservancia de la norma y precisó que el problema del hacinamiento se debe al 

uso excesivo de la prisión preventiva, lo cual también se evidencia en el trabajo 

desarrollado. Y se ha vuelto más graves, debido a que la llegada del COVID-19, el 

hacinamiento pone en peligro inminente de contagio de los internos por las mínimas 

condiciones de salubridad que tienen los penales.  

En cuanto al objetivo específico 1, el mismo que ha sido Identificar y 

explicar los factores materiales que han incidido en el uso de la prisión 

preventiva en el Distrito Judicial de Lima Este (abril – setiembre 2020); se les 

realizó las siguientes preguntas a los entrevistados: 

5 ¿Considera usted que el otorgamiento de la prisión preventiva se ve 

influenciado por el temor de los magistrados de ser auditados o 

cuestionados con posterioridad por los órganos de control interno, en 

caso se deniegue dicha medida? 
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Conforme ha quedado evidenciado en las respuestas de los entrevistados, 

dos de ellos coinciden en que existe cierto temor a los órganos de control (OCMA 

y Control Internos del Ministerio Publico); sin embargo, uno de ellos cree que no 

existe ese temor. Es por ello que, se hace necesario precisar que durante el 

desarrollo del trabajo de investigación se pudo detectar que la mayoría de Jueces 

son Supernumerarios, es decir, han sido designados de manera momentánea y, 

que su permanencia en ese cargo es incierto, lo cual conlleva a que su desempeño 

no debe ser observado por el órgano de control, toda vez que, esto sería perjudicial 

e incluso pueden cesarlo del cargo, por lo que se tiene que existe temor por parte 

de los jueces al momento de resolver una prisión preventiva. 

6.- ¿Considera usted que el otorgamiento de la prisión preventiva por 

parte de los magistrados de la Corte de Lima Este se ve influenciado 

por la mediatización de algunos casos por parte de la prensa? 

En este punto, los entrevistados coinciden en manifestar que los medios de 

comunicación tienen mucha influencia al momento en que los operadores jurídicos 

va decidir en un determinado caso, y lo hemos podido verificar en los innumerables 

casos mediáticos. 

Respecto al objetico especifico 1, se puede decir que los factores materiales 

si han tenido incidencia en las decisiones que han tomado los operadores judiciales 

respecto a las prisiones preventivas durante la emergencia sanitaria debido al 

COVID-19, y esto se debió a que la gran mayoría de jueces y fiscal vienen 

desempeñando un cargo de confianza, y evidencian cierto temor a ser investigados 

por el control interno de sus instituciones y manchar su trayectoria como 

profesional. 

Continuando con el desarrollo del trabajo de investigación se ha tenido como 

objetivo específico 2, Identificar y explicar los factores normativos que han incidido 

en el uso de la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Este (abril – 

setiembre 2020); y se realizó las siguientes preguntas a los entrevistados.  

7.- ¿Cuáles son los criterios jurídicos (presupuestos procesales), que 

se han tenido en cuenta para el uso de la prisión preventiva a pesar de 
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la emergencia sanitaria por el COVID-19 en el Distrito Judicial de Lima 

Este? 

De lo manifestado por los entrevistados, se evidenció que para los 

operadores judiciales (Juez y Fiscal), sí se han valorado los presupuestos al 

momento de decretar la prisión preventiva de una persona investigada. Mientras 

que la abogada entrevistada, considera que no se ha valorado debidamente los 

presupuestos, siendo el más resaltante en estos tiempos de Emergencia sanitaria, 

el peligro procesal, posición con la cual coincidimos debido a que durante el 

aislamiento social ninguna persona podía trasladarse libremente sin ser intervenida 

por la Policía Nacional del Perú, es por ello que, el peligro de fuga y el peligro de 

obstaculización que se encuentran dentro del presupuesto de peligro procesal, no 

era evidente, ni cierto por lo que los operadores judiciales debieron considerar esta 

situación de inmovilización social al momento de decretar la prisión preventiva del 

investigado por el grave riego que significa internar a una persona en un penal 

durante la emergencia sanitaria por motivo del COVID-19,  y que incluso podría 

perder la vida. 

8.- Para el dictado de la prisión preventiva a pesar de la emergencia 

sanitaria por el COVID-19 en el Distrito Judicial de Lima Este ¿Se 

consideró o tomó en cuenta previamente, la evaluación del estado de 

salud del investigado como condición previa? 

En lo que respecta, a la evaluación médica previa del investigado los 

entrevistados han sido muy claros en manifestar que no ha sido valorado debido a 

que no ha existido; es decir, el Ministerio Publico como titular de la legalidad no ha 

resguardado la salud de los detenidos debido a que no les ha realizado un examen 

médico previamente, lo cual ha podido realizar a través del Instituto de Medicina 

Legal con el que se hubiera podido evidenciar si una persona se encuentra dentro 

del grupo de vulnerables o no, antes de ser internada en un penal, por lo que era 

fundamental contar con un pronunciamiento médico en el cual se precise si esta 

persona tenía alguna enfermedad pre-existente que la hacía vulnerable.    

En ese sentido, Alvarado (2019), concluyó que, el hacinamiento no 

contribuye con la reeducación, rehabilitación y reinserción social del interno, porque 
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los programas destinados para ello se ven truncados por la sobrepoblación 

carcelaria, por lo que recomienda que se implementen políticas públicas en el 

sistema penitenciario, debido a que el hacinamiento tiene un impacto negativo en 

los internos. Y del desarrollo del trabajo de investigacióin ha quedado establecido 

que durante la emergencia sanitaria se ga vulnerado los derechos fundamentales 

de os interno, debido a que no se les ha realizado una prueba previa a fin de de 

detectar si un interno tiene o no COVID-19. 

Y de los casos revisados y estudiados se ha podido advertir, que el Distrito 

Judicial de Lima Este y el INPE, solicitaron al Ministerio Publico que todos los 

detenidos que iban a ser puestos a disposición de la autoridad judicial, previamente 

debían adjuntar su prueba rápida, con lo cual se buscó aminorar el riesgo de 

contagio para los trabajadores, para los policías, el personal de la fiscalía y los 

demás internos que de ser el caso que esta persona fuera internada en un penal, 

ya se tenía conocimiento si era positivo al COVID-19, y con ello, no exponer a los 

demás; y se le trasladaba al penal de San Jorge para un chequeo más 

pormenorizado. 

Asimismo, conforme a lo manifestado por Cárdenas (2019), quien señaló 

que, existe vulneración al derecho a la salud de los internos debido al hacinamiento 

y que éstos han contraído algún tipo de enfermedad como tuberculosis, VIH. 

Situación que se replica en los Penales de Lurigancho y Castro Castro, es evidente 

el hacinamiento, y esta situación vulnera los derechos de los internos, que el Estado 

debe proteger como desde su posición de garante. 

Veintimilla (2018), en su trabajo de inestigación titulado “La prisión 

preventiva y la vulneración de los derechos humanos”. (Trabajo de titulaciòn para 

obtener el grado de abogado). Universidad Católica de Santiago de Guayaquil – 

Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales y Políticas, concluyó que, el uso 

desmedido de la prisión preventiva esta generando consecuencias lamentables de 

forma individual, colectiva y social, y es necesario una reforma del sistema procesal 

para salvaguardar los derechos humanos. Concordamos con lo concluido en esta 

investigación debido a que la prisión preventiva ha perdido su carácter excepcional, 

y como consecuencia de elllo se ha generado el hacinamiento. 
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9.- Considera usted que, por la emergencia sanitaria por el COVID-19, 

ante la solicitud de prisión preventiva, ¿el Juez debe previamente 

ponderar o no, los derechos constitucionales en juego (derecho a la 

vida, a la salud, etc.)? 

De lo manifestado por los entrevistados se tiene que existió una vulneración 

del derecho a la salud de los presos preventivos, debido al graves riesgo que 

significa internar a una persona. En este punto se advierte que el trabajo de cierta 

forma guarda relación con los antecedentes nacionales, específicamente con el 

trabajo desarrollado por Cárdenas, quien en su investigación desarrollada concluyó 

que el hacinamiento vulnera el derecho a la salud de los internos; y durante la 

emergencia sanitaria es evidente que este derecho ha sido vulnerado, y que incluso 

ha ocasionado la muerte de muchos internos en los diversos penales, debido a que 

muchos internos se encontraban enfermos y en situación de vulnerabilidad. 

Curi (2018), concluyó que; el hacinamiento del Centro Penitenciario Miguel 

Castro Castro se debe al excesivo y descontrolado uso de la prisión preventiva, 

ésta situación perjudica a los internos porque pierden la oportunidad de poder 

realizar labores dentro del penal (estudiar y trabajar); asimismo, afecta la salud de 

los internos por las condiciones de vida que llevan, por lo que no se esta cumpliendo 

con el objetivo de resocializacion de los internos; con lo cual hemos concordado, 

toda vez que, se ha evidenciado que el hacinamiento no permite brindar las 

minimas condiciones necesarias para los internos. 

Por otro lado, Obando (2018), en su investigación concluyó que el problema 

con la prisión preventiva no radica en las normas, ésta está bien regulada, el 

problema está en la aplicación que hacen los actores judiciales de esa norma. Con 

lo cual discrepamos, debido a que la prisión preventiva en estos últimos años ha 

perdido su carácter excepcional para convertirse en la regla general, es por ello que 

debe modificarse de forma inmediata los presupuestos de la prisión preventiva, 

teniendo en cuenta la emergencia sanitaria, y debe incluirse que los detenidos 

tengan una evaluación médica previa para que se conozca si son personas 

vulnerables, y evitar poner en grave riesgo su salud. 
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10.- ¿Considera usted que los operadores judiciales durante la 

emergencia sanitaria por el COVID-19, han realizado una interpretación 

estricta o amplia de la norma al momento de resolver un pedido de 

prisión preventiva? 

De las respuestas brindadas por los participantes, se advirtió que operadores 

judiciales han sido más cautos al responder la pregunta, manifestando que se han 

valorado los presupuestos de la prisión preventiva; sin embargo, la letrada 

entrevistada manifestó que existe una interpretación estricta de la norma al 

momento de resolver la prisión preventiva; posición que la compartimos, porque es 

notorio que los operadores de justicia aplican la norma tal cual, no van más allá, no 

realizan una interpretación más extensa de la misma, es decir, no hacen suya la 

norma, sino que solo aplican tal y conforme lo ha precisado el legislador. 

Esta posición coincide con el antecedente internacional desarrollado por 

Cubillos (2018), quien en la conclusión de su trabajo de investigación señaló que 

los jueces no hacen una interpretación propia y por ello es importante estudiar el 

comportamiento de los jueces; es una situación que también se viene dando en los 

diversos juzgados a nivel nacional. 

Asimismo, Cabana (2015), concluyó que, el crecimiento de la población 

penal se debe al abuso de la prisión preventiva, el 51% de los internos se 

encuentran recluidos debido a una prisión preventiva, y que ésta se dio de forma 

apresurada sin respetar la presunción de inocencia; lo cual concuerda con el trabajo 

desarrrollado, en el cual se ha evidenciado que los operadores judiciales no realizna 

una evaluación mas profunda de la norma, y con mucha mayor razón en tiempos 

de pandemia, lo cual conlleva a que exista la sobrepoblación carcelaria, vulnerando 

el derecho a la salud de los internos, lo cual se hace aún mas grave durante la 

emergencia sanitaria. 

Del mismo modo, Panizo (2018), señaló que, la privatización de la 

administración del Penal de San Pedro va conllevar a mejorar la gestión, la calidad 

de los servicios y la regulación jurídica, éstos servicios se verán fortalecidos cuando 

la administración se enfoque en brindar una atención de calidad, buscando 

estrategias para ver el aspecto de seguridad, hacer más eficiente y eficaz los 

recursos del Estado, calidad en el servicio para lograr la resocialización (servicios 
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de alimentación, salud y actividades); y estamos de acuerdo con la privatización de 

los centro penitenciarios, debido a que se ha convertido una situación que se le 

esta escapando de las manos a las autoridades, y se aprecia que el hacinamiento 

no ha sido solucionado por el Estado. 

Después de analizar las respuestas de los tres participantes, respecto al 

objetivo específico 2; relativo a los factores normativos que han incidido para la 

aplicación de la prisión preventiva durante la emergencia sanitaria en los meses de 

abril a setiembre del 2020; se puede decir que, esos factores se han evidenciado 

con la falta de exámenes médicos previos de los investigados y una estricta 

interpretación de la normal penal, con lo cual se comprueba que al momento de 

resolver un pedido de prisión preventiva no se contaba con un pronunciamiento 

medico previo del procesado y que los jueces realizaron una interpretación estricta 

de la norma, sin ir más allá de lo que indica el legislador que no conoce de cerca la 

problemática real y concreto del hacinamiento. 

Y conforme a lo manifestado por Szczaranski (2010), quien concluyó que se 

tiene la mala idea de que la aplicacion de la prisión preventiva va reducir la 

delincuencia, y lo que se ha generado con esto es que, ésta se ha convertido en el 

Derecho Penal del Enemigo, lo cual no es conciliable con el Estado de Derecho; no 

se esta evaluando la efectividad de la prisión preventiva en cuanto a la disminución 

de la delincuencia, lo cual esta originado el debilitamiento del Debido Proceso. Y 

conforme se ha desarrollado del trabajo, concodamos con éste investigador y 

podemos concluir que el uso excesivo de la prisión preventiva lo único que origina 

es que se vulneren derecho de los internos, y se tiene la mala idea de que con ello 

va dismuir la delincuencia, y lo que realmente se necesita es una politica carelaria 

para ver el problema de fondo. 

Finalmente, lo que se busca con el desarrollo del trabajo de investigación es 

dar a conocer que el hacinamiento que existe en los penales, ha complicado la 

situación de los internos durante la emergencia sanitaria debido a que no cuentan 

con las minimas condiciones para cumplir con lo señalado por la OMS y el MINSA, 

como son el aislamiento social y el lavado constante de manos, lo cual ha 

conllevado a que varios internos pierdan la vida. 
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V. Conclusiones

Primero: Que, durante la emergencia sanitaria ha tenido un mínimo impacto, 

debido a que se han seguido dictando medidas prisiones preventivas en el Distrito 

Judicial de Lima Este entre los meses de abril a setiembre del 2020. 

Segundo: Que, los factores materiales han incidido para que los jueces decreten 

la prisión preventiva de una persona investigada a pesar de la emergencia sanitaria. 

Tercero: Que, los operadores de justicia no realizan una interpretación propia de 

la norma, y no se ha tenido en cuenta exámenes médicos previos de los detenidos 

para conocer su estado de salud real. 

Cuarto: Que, los expedientes judiciales de la Corte Superior de Justicia de Lima 

Este, así como como la información de los internos que maneja el Instituto Nacional 

Penitenciario – INPE sean digitalizados para un mejor acceso de manera remota. 
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VI. Recomendaciones

Primero: Que, el Señor Presidente de la Corte Superior de Justicia de Lima Este, 

recomiende a los jueces que, durante la emergencia sanitaria hagan uso de 

medidas alternativas menos gravosas que la prisión preventiva a fin de no poner es 

grave riesgo la vida de los investigados. 

Segundo: Que, el Señor Presidente de la Corte Superior de Justicia de Lima Este, 

solicite a la Junta Nacional de Justicia – JNJ, que se realice una evaluación 

inmediata de todos los jueces, a fin de nombrar jueces titulares. 

Tercero: Que, el Jefe del Instituto de Medicina Legal – División Lima Este, realice 

las coordinaciones necesarias a fin de que las personas detenidas que se 

encuentren inmersas en un proceso penal sean evaluadas previamente a fin de 

conocer el estado real de salud, a efectos de no exponerlos innecesariamente 

dentro de un establecimiento penitenciario. 

Cuarto: Que, el Presidente de la Corte Superior de Justicia de Lima Este, realice 

las coordinaciones necesarias y pertinentes a fin de digitalizar los expedientes 

penales, y al Jefe del Instituto Nacional Penitenciario – INPE, que la información 

que se tiene de los internos sea digitalizada para facilitar el acceso remoto. 
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Anexo 1: Instrumento de recolección de datos 

FORMATO DE CUESTIONARIO PARA ENTREVISTA DE ESPECIALISTAS 

Datos: 

Nombres y apellidos completos: 

Actividad profesional: 

Años de experiencia: 

Lugar de desempeño: 

Fecha: 

I. Objetivo general: Determinar en qué medida la situación de la emergencia

sanitaria ha impactado en el uso de las prisiones preventivas dictadas en el

Distrito Judicial de Lima Este (Abril – Setiembre 2020)

1. Durante la situación de emergencia sanitaria por el COVID-19, específicamente

en el período de suspensión de labores judiciales (abril – junio 2020) ¿Cuál fue

nivel en el uso de la medida de prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima

Este? (alto, promedio normal o bajo)

2. Durante la situación de emergencia sanitaria por el COVID-19, durante el

período de reanudación paulatina de las labores judiciales de julio a setiembre

del 2020 ¿Cuál fue nivel en el uso de la medida de prisión preventiva en el

Distrito Judicial de Lima Este? (alto, promedio normal o bajo)

3. ¿En qué delitos ha tenido mayor incidencia el uso de la prisión preventiva

durante el período de suspensión de labores judiciales (abril – junio del 2020)

en el Distrito Judicial de Lima Este?

4. ¿En qué delitos ha tenido mayor incidencia el uso de la prisión preventiva

durante el período de reanudación de labores judiciales (julio – setiembre del

2020) en el Distrito Judicial de Lima Este?

II. Objetivo específico 1: Identificar y explicar los factores materiales que han

incidido en el uso de la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Este

(abril – setiembre 2020).

ANEXOS
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5. ¿Considera usted que el otorgamiento de la prisión preventiva se ve

influenciado por el temor de los magistrados de ser auditados o cuestionados

con posterioridad por los órganos de control interno, en caso se deniegue dicha

medida?

6. ¿Considera usted que el otorgamiento de la prisión preventiva por parte de los

magistrados de la Corte de Lima Este se ve influenciado por la mediatización

de algunos casos por parte de la prensa?

III. Objetivo específico 2: Identificar y explicar los factores normativos que han

incidido en el uso de la prisión preventiva en el Distrito Judicial de Lima Este

(abril – setiembre 2020).

7. ¿Cuáles son los criterios jurídicos (presupuestos procesales), que se han tenido

en cuenta para el uso de la prisión preventiva a pesar de la emergencia sanitaria

por el COVID-19 en el Distrito Judicial de Lima Este?

8. Para el dictado de la prisión preventiva a pesar de la emergencia sanitaria por

el COVID-19 en el Distrito Judicial de Lima Este ¿Se consideró o tomó en cuenta

previamente, la evaluación del estado de salud del investigado como condición

previa?

9. Considera usted que, por la emergencia sanitaria por el COVID-19, ante la

solicitud de prisión preventiva, ¿el Juez debe previamente ponderar o no, los

derechos constitucionales en juego (derecho a la vida, a la salud, etc.)?

10. ¿Considera usted que los operadores judiciales durante la emergencia sanitaria

por el COVID-19, han realizado una interpretación estricta o amplia de la norma

al momento de resolver un pedido de prisión preventiva?

11. ¿Existe algún otro comentario que desee agregar con relación al tema de la

investigación?
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Anexo 2: Entrevista a participante 1 
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Anexo 3: Entrevista a participante 2 
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Anexo 4: Entrevista a participante 3 
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Anexo 5: Certificación de validez 1 
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Anexo 6: Certificación de validez 2 
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Anexo 7: Certificación de validez 3 
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Anexo 8: Matriz de categorización 

¿En qué medida la situación de 

emergencia sanitaria ha 

impactado en el uso de la 

prisión preventiva en el Distrito 

Judicial de Lima Este (abril – 

setiembre 2020) 

Determinar en qué  medida la 

situación de emergencia 

sanitaria ha impactado en el 

uso de la prisión preventiva en 

el Distrito Judicial de Lima Este 

(abril – setiembre 2020) 
USO DE LA PRISIÒN 

PREVENTIVA 

Situación de emergencia 

sanitaria por el COVID-19 

La entrevista 

Análisis de fuentes 

documentales 

Análisis de casos 

Análisis de normas 

Guía de entrevista 

Ficha de análisis documentos 

Fichas de análisis de casos 

Fichas de análisis de normas 

1.- ¿Qué factores materiales 
han incidido en el uso de la 
prisión preventiva en el Distrito 
Judicial de Lima Este  (abril – 
setiembre 2020) a pesar de la  
emergencia sanitaria? 

1.- Identificar y explicar los 
factores materiales que han 
incidido en el uso de la prisión 
preventiva en el Distrito Judicial 
de Lima Este  (abril – 
setiembre 2020) a pesar de la  
emergencia sanitaria 

FACTORES 

DURANTE LA 

EMERGENCIA 

SANITARIA 

a. Materiales

 Control
interno

 Presión
mediática

2.- ¿Qué factores normativos 

han incidido en el uso de la 

prisión preventiva en el Distrito 

Judicial de Lima Este  (abril – 

setiembre 2020) a pesar de la  

emergencia sanitaria? 

2.- Identificar y explicar los 

factores normativos que han 

incidido en el uso de la prisión 

preventiva en el Distrito Judicial 

de Lima Este  (abril – 

setiembre 2020) a pesar de la  

emergencia sanitaria 

b. Normativos

 Aplicación
estricta de
la norma

 Exámenes
médicos
previos

PROBLEMA GENERAL OBJETIVO GENERAL CATEGORÍAS SUBCATEGORÍAS TÉCNICAS INSTRUMENTOS 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS PROBLEMAS ESPECÍFICOS 
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Anexo 9: Resultado de prueba rápida de COVID-19 
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Anexo 10: Sobrepoblación carcelaria en el Distrito de Lima este 
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Anexo 11: Lista Nominal de internos 
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Anexo 12: Designación de Jueces Supernumerarios 
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Tabla 1: Relación de autos de prisión preventiva emitidos durante la emergencia 

sanitaria (abril – junio 2020) 

EXP. DELITO PRISIÓN PREVENTIVA FECHA JUZGADO 

2849-2020 Robo agravado FUNDADO 20/3/2020 Santa Anita 

2349-2020 Tenencia ilegal de arma FUNDADO 28/3/2020 La Molina 

0140-2020 Robo agravado FUNDADO 6/4/2020 Ate 

1440-2020 Robo agravado FUNDADO 24/4/2020 Santa Anita 

3790-2020 Robo agravado FUNDADO 11/5/2020 SJL 

3519-2020 Robo agravado FUNDADO 21/05/2020 Chosica 
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Tabla 2: Relación de autos de prisión preventiva emitidos durante la 

emergencia sanitaria (julio – setiembre 2020) 

 

EXP. DELITO PRISIÓN PREVENTIVA FECHA JUZGADO 

2174-2020 Robo agravado en 

grado de tentativa 

FUNDADO 5/7/2020 La Molina 

2179-2020 Violación sexual FUNDADO 21/7/2020 Ate 

2194-2020 Robo agravado FUNDADO 6/8/2020 SJL 

2745-2020 Robo agravado FUNDADO 19/8/2020 Chosica 

1986-2020 Robo agravado FUNDADO 28//8/2020 Santa Anita 

2698-2020 Robo agravado FUNDADO 01/9/2020 Ate 

4016-2020 Robo agravado FUNDADO 13/9/2020 El Agustino 

3416-2020 Robo agravado FUNDADO 18/9/2020 La Molina 

3412-2020 Actos contra el 

pudor 

FUNDADO 22/9/2020 Santa Anita 

3111-2020 Violación sexual FUNDADO 27/9/2020 SJL 

4261-2020 Actos contra el 

pudor 

FUNDADO 29/9/2020 Ate 

 

 

 

 

 

 

 

 

 




